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A N°31

CADENA DE CUSTODIA/ No es el único medio para acreditar la autenticidad del elemento material probatorio/ Debate sobre la autenticidad de las pruebas es de carácter valorativo y como tal no puede ser planteado como de exclusión probatoria
“De conformidad con esa línea jurisprudencial, la crítica a la cadena de custodia que esgrime el abogado defensor es inapropiada para el segmento procesal en el cual nos encontramos (entiéndase extemporánea por anticipación), como quiera que se pretende la exclusión de la prueba cuando lo que está de por medio es un problema netamente valorativo, y ya se sabe que la valoración de la prueba se lleva a cabo única y exclusivamente en el momento de la emisión del fallo judicial.

No se puede pretender que el juez haga un análisis anticipado acerca de si esos documentos poseen la exigencia de autenticidad requerida, cuando tal situación por sí misma considerada no implica la inadmisión probatoria, tan solo su potencial desestimación posterior cuando se haga el análisis del conjunto probatorio y se logre concluir si en verdad sirve o no sirve para demostrar lo que pretende la parte que los allega.

Llegado ese momento de valoración, el funcionario tendrá que analizar cuál es la trascendencia de la no existencia de la cadena de custodia en el caso concreto, porque como ha quedado esclarecido y la misma disposición adjetiva lo establece, la simple ausencia de esa cadena de custodia como medio idóneo principal para el efecto, no conlleva necesaria e indefectiblemente la inautenticidad de la evidencia, ya que de por medio estaría, por vía de ejemplo, la estimación de la prueba testimonial (…)”

Citas: Corte Suprema de Justicia, Sala Penal, providencias de 21 febrero de 2007 -rad. 25920- y de 17 de abril de 2013 -rad. 35127-. 
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RAMA JUDICIAL
TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA de decisión PENAL

Magistrado Ponente

 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

    Pereira, primero (01) de agosto de dos mil dieciséis (2016)

  ACTA DE APROBACIÓN No 679
  SEGUNDA INSTANCIA

	Fecha y hora de lectura: 
	Agosto 2 de 2016, 9:35 a.m.

	Imputado: 
	Anderson Ferney Osorno Duque

	Cédula de ciudadanía:
	1.020.414.461 expedida en Bello (Ant.)

	Delito:
	Homicidio agravado

	Víctima:
	Ramiro Arteaga Gaviria

	Procedencia:
	Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) con funciones de conocimiento

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa  contra el auto proferido en junio 27 de 2016, por medio del cual se admitió la incorporación de una prueba documental. SE CONFIRMA.


El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la decisión en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes


La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:

1.1.- En agosto 24 de 2007 el señor RAMIRO ARTEAGA GAVIRIA fue llevado por un taxista en estado de alicoramiento a la Estación de Policía de Dosquebradas (Rda.) al no recordar su lugar de residencia. Allí ingresó a uno de los calabozos y encontrándose en dicho sitio al parecer golpeó a otro retenido, y a eso de las 05:00 a.m. cuando estaba descuidado fue golpeado por JULIÁN DAVID LOPERA RESTREPO y ANDERSON FERNEY OSORNO DUQUE, como situación que ameritó su traslado a un centro asistencial donde falleció en diciembre 12 de 2007 por traumas contundentes toráxico y craneoencefálico severo, derivados de dicha agresión.
1.2.- Luego de desarrollarse el programa metodológico de investigación, se llevaron a cabo ante el Juzgado Segundo Penal Municipal de Dosquebradas (Rda.) las audiencias preliminares de declaratoria en contumacia e imputación (septiembre 5 de 2013) donde se le formularon cargos al señor ANDERSON FERNEY OSORNO DUQUE por la conducta de homicidio con circunstancias de agravación, contenidas en los artículos 103 y 104 numeral 4 C.P., a la vez que se le impuso medida de aseguramiento de detención preventiva en establecimiento carcelario.

1.3.- Como consecuencia de lo anterior, la Fiscalía presentó escrito de acusación (octubre 30 de 2013) que correspondió al Juzgado Penal del Circuito de Descongestión de Dosquebradas (Rda.) -hoy Segundo Penal del Circuito-, autoridad ante la cual y luego de diversos aplazamientos se llevó a cabo las audiencias de formulación de acusación (marzo 6 de 2015), preparatoria (noviembre 13 de 2016) y se dio inicio al juicio oral (junio 27 de 2016), en el que una vez se recibió la declaración del testigo EDWIN PASTOR GÓMEZ MOSQUERA, se solicitó por parte de la Fiscalía la introducción de la fotocopia de la contraseña de la cédula de ciudadanía de ciudadanía correspondiente a ANDERSON FERNEY OSORNO DUQUE, y de la constancia de pérdida de cédula de JULIÁN DAVID LOPEZ RESTREPO expedida por la Secretaría de Gobierno, Permanencia Tercer Turno de Bello (Ant.), a lo que se opuso la defensa al considerar que aunque dichos documentos fueron dejados en el almacén de evidencias, como lo dice el informe del investigador, no se arrimó prueba al respecto y por ende se vulneró la cadena custodia. 

1.4.- El juez a quo admitió como prueba de la Fiscalía dichos documentos, porque aunque no se exhibió cadena de custodia, el declarante manifestó que éstos fueron los que se le entregaron en la Estación de Policía de Dosquebradas durante la labor de actos urgentes en agosto 24 de 2007, sin hallar motivo para que no se puedan introducir al proceso para establecer que estas personas se encontraban en las instalaciones policiales.

Inconforme con la decisión, el defensor del procesado interpuso recurso de apelación.

2.- Debate

2.1.- Defensor -recurrente- 

Expresa que se debe respetar la cadena de custodia, como se hace en la mayoría de países del mundo, para darle credibilidad al sistema. Explica que aunque el juzgado acepta los documentos al considerar que son los mismos que le fueron entregados al investigador, hay inconsistencias en la hora de desplazamiento que adujo en su declaración y la contenida en su escrito. Y cómo creerle entonces que son o no los que recolectó, pues aunque se dice que serían llevados al almacén aparecieron anexos a un informe, con lo cual se vulneró la cadena custodia y por ende el debido proceso, a consecuencia de lo cual se opone a que tanto la contraseña como la constancia de pérdida de cédula de ciudadanía sean ingresados al juicio.
2.2.- Representante del Ministerio Público -no recurrente- 

Indica que la postura de la defensa sería válida si estuviéramos frente a documentos privados, pero nos encontramos ante unos públicos, razón suficiente para que la pretendida acreditación de los mismos esté superada a las previsiones del canon 425 C.P.P., y lo reglado en el inciso 2° del art. 429 ídem, al observarse que acá no se aporta el documento recolectado sino una copia, máxime que en este asunto existía otro coautor, esto es, el señor JULIAN DAVID LOPERA RESTREPO quien aceptó cargos y se condenó por este hecho; en consecuencia, de acuerdo con la radicación del presente caso se tiene que estamos ante una compulsa de copias, razón más que nos lleva a entender que deben manejarse copias y no originales, por lo cual estima que la providencia adoptada se encuentra ajustada a derecho y pide su confirmación.
2.3.- Fiscal -no recurrente- 

Solicita se confirme la decisión adoptada al no existir violación al debido proceso ni de la mismidad del documento como se alega, ya que aquí era posible que éstos se allegaran con el investigador, en original o copia cuando lo primero no fuere posible, como lo enseña el artículo 429 C.P.P.  

3.- Para resolver, se considera

3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de conformidad con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 178 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 90 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la defensa-.
3.2.- Problema jurídico planteado
El asunto que concita la atención de la Sala se contrae básicamente a establecer si con el ingreso de algunos documentos al juicio por parte de la Fiscalía se vulnera el debido proceso, en tanto no se cumplieron las exigencias relativas a la cadena de custodia, caso en el cual se debe revocar la decisión adoptada como lo pide el recurrente, o si, por el contrario, es factible su incorporación como así lo dispuso el a quo. 

3.3.- Solución a la controversia

El tema objeto de controversia, como se desprende de la argumentación del recurrente, hace referencia al hecho de que por parte de la Fiscalía se desconociera la cadena de custodia de los documentos que se pretenden ingresar como prueba en juicio y que corresponde a copia de la contraseña de la cédula de ciudadanía a nombre de ANDERSON FERNEY OSORNO DUQUE, y la constancia de pérdida de la cédula de ciudadanía de JULIÁN DAVID LOPERA RESTREPO expedido por la Secretaría de Gobierno, Permanencia Tercer Turno de Bello (Ant.).

Como se observó del debate surgido a raíz de la pretendida incorporación de los referidos elementos de prueba, se advierte que  la Fiscalía no cuenta con la cadena de custodia respectiva, no obstante que en el informe del investigador EDWIN PASTOR GÓMEZ MOSQUERA se indicó que éstos fueron recibidos por él y dejados en el almacén de evidencias, de lo cual -al decir del defensor inconforme- no se arrimó probanza alguna, por lo que en su sentir no se logra demostrar la mismidad de las copias recolectadas por el investigador.

Frente a tal situación, debemos comenzar por manifestar que el artículo 277 C.P.P., dispone: “los elementos materiales probatorios y la evidencia física son auténticos cuando han sido detectados, fijados, recogidos y embalados técnicamente, y sometidos a las reglas de cadena de custodia […] La demostración de la autenticidad de los elementos materiales probatorios y evidencia física no sometidos a cadena de custodia, estará a cargo de la parte que los presente”. Ello nos permite predicar que en principio para probar la autenticidad o mismidad que hace parte esencial en la aducción de la prueba en juicio, se debe acudir a la cadena de custodia, al ser el mecanismo idóneo para determinar si el elemento físico recogido es exactamente igual al aportado al debate. 

Decimos que en principio, porque en realidad la cadena de custodia no es el único instrumento para establecer la autenticidad, aunque sí, por supuesto, el más idóneo. No en vano la segunda parte de la norma en cita nos indica que en caso de ausencia de ésta, correrá a cargo de la parte interesada el deber de suplir lo que la cadena de custodia estaba llamada a corroborar. 
En torno a la cadena de custodia y su relación con la autenticidad de la prueba, la Sala de Casación Penal ha tenido a bien explicar algo que viene al caso: 
“La cadena de custodia es el conjunto de procedimientos encaminados a asegurar y demostrar la autenticidad de los elementos materiales probatorios y evidencia física. Está conformada, entonces, por los funcionarios y personas bajo cuya responsabilidad se encuentren elementos de convicción durante las diferentes etapas del proceso; se inicia con la autoridad que recolecta los medios de prueba desde el momento en que se conoce la conducta punible, y finaliza con el juez de la causa y los diferentes servidores judiciales. Así, al momento de recolectar las evidencias -llamadas a convertirse en prueba en el juicio oral- es necesario registrar en la correspondiente acta la naturaleza del elemento recogido, el sitio exacto del hallazgo y la persona o funcionario que lo recogió, así como los cambios que hubiere sufrido en su manejo. 
[…]
Dígase que la cadena de custodia es, entonces, un medio a través del cual se demuestra la autenticidad del elemento material probatorio, no siendo el único, pues la propia ley establece la posibilidad de hacerlo en forma distinta cuando no se ha cumplido, o cuando lo ha sido irregularmente. En tal caso, la anomalía en la cadena de custodia tendría incidencia en la idoneidad demostrativa del medio de convicción, más no la aplicación de la regla de exclusión.

Puede decirse, entonces, que la ventaja que se deriva del cumplimiento del protocolo de cadena de custodia es que releva a la parte que presenta el elemento probatorio o la evidencia física del deber de demostrar su autenticidad, pues cuando ello ocurre la ley presume que son auténticos. Y la desventaja de no hacerlo es que traslada la carga de la acreditación de la indemnidad del elemento probatorio o de la evidencia física a quien la presente, lo que, insiste la Sala, no acarrea como sanción la exclusión del medio de convicción. 

[…]
Así las cosas, el ataque que en sede de casación se emprende contra las irregularidades en la cadena de custodia, le impone al demandante la carga de probar, no sólo que aquella no se cumplió, o que se cumplió defectuosamente, sino que la autenticidad del elemento material probatorio o de la evidencia física no logró establecerse por otros medios, y que existen fundados motivos para creer que el elemento no es genuino, o que pudo haber sido alterado, modificado o falseado en el proceso de protección o conservación”.

De conformidad con esa línea jurisprudencial, la crítica a la cadena de custodia que esgrime el abogado defensor es inapropiada para el segmento procesal en el cual nos encontramos (entiéndase extemporánea por anticipación), como quiera que se pretende la exclusión de la prueba cuando lo que está de por medio es un problema netamente valorativo, y ya se sabe que la valoración de la prueba se lleva a cabo única y exclusivamente en el momento de la emisión del fallo judicial.

No se puede pretender que el juez haga un análisis anticipado acerca de si esos documentos poseen la exigencia de autenticidad requerida, cuando tal situación por sí misma considerada no implica la inadmisión probatoria, tan solo su potencial desestimación posterior cuando se haga el análisis del conjunto probatorio y se logre concluir si en verdad sirve o no sirve para demostrar lo que pretende la parte que los allega.
Llegado ese momento de valoración, el funcionario tendrá que analizar cuál es la trascendencia de la no existencia de la cadena de custodia en el caso concreto, porque como ha quedado esclarecido y la misma disposición adjetiva lo establece, la simple ausencia de esa cadena de custodia como medio idóneo principal para el efecto, no conlleva necesaria e indefectiblemente la inautenticidad de la evidencia, ya que de por medio estaría, por vía de ejemplo, la estimación de la prueba testimonial, que en nuestro caso está representada por la declaración del investigador EDWIN PASTOR GÓMEZ MOSQUERA.
Así mismo, tendrá que proceder el funcionario a quo a analizar el valor que en el caso específico posee la evidencia en copia, de conformidad con los lineamientos del artículo 425 C.P.P., al igual que la estimación que se haga de los documentos públicos en esa particular presentación. Nos referimos a lo atinente con el documento elaborado por la Registraduría Nacional del Estado Civil  de Bello (Ant.) -contraseña a nombre de ANDERSON FERNEY OSORNO DUQUE-, y por la Dra. ALEJANDRA VILLA URIBE, quien para el año 2007 ejercía como Inspectora en Tercer Turno de Permanencia de la Secretaría de Gobierno de esa misma ciudad -con respecto a la constancia de pérdida de la cédula del señor JULIÁN DAVID LOPERA RESTREPO-; en cuanto, por supuesto, la presunción que en principio los ampara admite prueba en contrario a cargo de quien pretenda controvertirla, como así lo ha expresado la Sala Penal de la H. Corte Suprema de Justicia, al indicar que: “Frente a los documentos amparados con presunción de autenticidad, la parte interesada en desvirtuar esa presunción tiene la carga de demostrar que no son auténticos, acudiendo a su vez a cualquier de los medios probatorios admisibles. El silencio deja esa presunción incólume”.
 Y para el caso en particular esa polémica está servida, como quiera que el defensor inconforme asegura que esa documentación no le ofrece credibilidad en cuanto en realidad sean esos documentos los entregados al investigador dada la contradicción en que éste incurrió en relación con la hora de desplazamiento indicada en su declaración y la que plasmó en su informe.
En esos particulares términos, no encuentra la Colegiatura que sea este el momento apropiado para ahondar en el tema propuesto, y, en esas condiciones, la única determinación viable en derecho es la negación de la pretensión defensiva y la confirmación del auto confutado. 
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, CONFIRMA el auto por medio del cual el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) admitió como prueba de la Fiscalía los documentos a los que se contrae la impugnación.
Esta decisión queda notificada en estrados y contra ella no procede recurso alguno. 

Los Magistrados, 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA 

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� CSJ SP, 17 abr. 2013, Rad. 35127.


� CSJ SP, 21 feb. 2007, Rad. 25920.
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